
 



la política económica de la 
"Vía (hilena" 

por Rlly Ma uro Mal'illi )' CristiáTl Scpúlueda 

El Gobierno de la Un idad Popu lar se ha caracterizado en materia económica, por 
su improv isación . Esto es cierto para las medidas adoptadas con el fin de materializar 
los objet ivos estratégicos del programa de la UP, tales como la supresión de la de­
pendencia ante el imperia li smo asf como de los monopolios industria les, financieros y 
terratenientes, pero lo es sobre todo para las medidas coyunt ura les, tomadas en el 
marco de su política de corto plazo. La i.mprovisación ha asumido allr formas tan 
exageradas que no faltan quienes -principa lmente los que conocen desde adentro las 
debil idades de la conducción gubernamental en ma ter ia económica- llegan a negar la , 
existencia de una verdadera política económica. 

El razonamiento es engañoso. No es necesario que las medidas económicas de 
un gobierno se ajusten a ·un plan raci~na l para configurar una· política . No lo han hecho, 
por ejemplo, los gobiernos burgueses, enfrentados a las presiones constantes que sobre 
ellos ejerdan los capitalistas y, en menor med ida, otros sectores sociales, lo que no 
implica que no hayan tenido una .política económica. Lo que define una polrtica es la 
coherencia interna - de las medidas que la componen, coherencia que no se da nece­
sari amente In tes de su ejecución; s ino que puede establecerse retrospect ivamente. 
En este caso, lo que se configura no es la inexistencia de una polí tice, 
s ino más - bien el hecho de que és ta expresa Jos intereses reales que operan 
en el plano de la econom ía y que poseen una racionalidad intrínseca, más que los 
puntos de vista de un puñado de polrticos o técnicos, que hayan logrado imprimir a la 
intervención del gobierno en la economía su propia raciona lidad. En otras palabras: 
la pol ític;~ r!9 ~~ ~trib\/to d~ I~ tecnoc;racia , sino más bien la presencia de i ntere~e~ 
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de clase en ,el plano del Estado. Por esto mismo, reflexionar sobre una política econ6-
mica es, antes que nada, preocuparse por sacar de la sombra los intereses de clase 
que la han inspirado. 

, Una primera pregunta que se nos plantea, respecto a la poIrt ica económica de la 
UP, se refiere al grado de compatibilidad existente entre las medidas destinadas a re­
formar la estructura económica que se propuso esa coa lición y las que conforman 
su polít ica de corto plazo . En el alegre optimismo de los primeros tiempos de gobierno, 
esta pregunta prácticamen te no se colocó al equipo económico d irigente. Las cond i­
ciones genera,les en que él actuaba contribuían 11 ·esa despreocupación: la pasividad 
de la burguesía y la neutralidad simpática a la UP demostrada por las capas pequeño 
burguesas se sumaban a la expec tati va llena de confianza de las masas populares. 
Los éxitos iniciales de la polí tica de corto plazo, expresados en el crecimiento de la 
producción y el consumo, se debieron en parte a esa situación y contribuyeron 11 re­
forzarla . 

El planteamiento del equipo económico de la UP, en ese entonces, era senc illo: el 
objetivo de la polí tica de corto plazo deber ía ser el de servir a la acumulación de 
fuerza s en el plano polí tico, principa lmente a través de la elevación de los niveles de 
empleo, salario y consumo, a fin de crear cond iciones más favorables a ,la realización ' 
de las reformas de es tructura, como la naciona lización de la minería y la banca, la 
estatización de industrias y la reforma agrar ia . Contando con estos instrumentos, el 
gobierno esta ría en una situación privi legiada para reorienta¡ el func ionamiento de la 
economía , estimaban los dir igentes de la UP. 

El paso del tiempo vendda a mostrar q ue las dificul tades para transformar la 
estructura económica sin provocar la crisis de la misma eran mayores que lo que se 
crefa . Los problemas surgidos fueron llevando a que el. optimismo in icial se transformara 
progresivamente en preocupación y motivaron cambios en el equipo económico, que 
implicaban a su vez zigzagueos en la política de corto plazo . Poco a poco, se ha ido 
configurando la d ifícil situación que atraviesa el pa ís actualmente, la cual , por la di· 
mensión que ganan las colas, el desabastecimiento y la inflación, ha llevado al mismo 
Presidente de la República a preconizar una "econorriía de guerra". 

Los intentos de la UP para explicar ese curso tomado por los acon tecimientos giran, 
por lo genera l, en torno ,a hechos reales: la especulación, el sabota je y el boicot lleva­
dos a efecto por la burguesra y el imperialismo; la baja de los precios internacionales 
del cobre en los dos ·primeros años de' gobierno; las acciones políticas desatadas por ·Ia 
reacción, 'particularmente en octubre pasado. Secundariamente, se ha señalado tamo ' 
bién la ineficiencia gubernamental, la falta de planificación y la inex istencia de una ' 
di rección económica única. 

Aunque todas. esas causas estén en la rarz de la presente crisis económica, ellas ' 
son insuficientes para explicar lo que ha pasado. La razón de fondo tiene que buscarse 
en la relación misma establecida entre el programa de reformas estructurales y la 
política de corto plazo de l gobierno. Aparentemente, esa relación es contradictoria : 
mientrilS el primero enbtiza el dirigismo estatal, la segunda reposa 'por entero en la 
economra 'de mercado. Los cambios introducidos en el equipo gubernamental, al revés 
de corregir esa si tuación, no 'han hecho sino agravarla. 

Sin embargo, las orientaciones contradictorias que han regido la poi ítica eco­
nómica de la UP tienen un mismo origen: su negativa en transfer ir a la iniciativa de 
las masas la solución de ' los problemas que plantea la transformación de I-os esquemas 
de producción y consumo en Chile. Es porque no ha querido hacerlo que la ·UP se ha 
~oflfiado en lo~ r~sortes d~ 1 Estado y en lo~ mecallismqs' c;I~1 mercado, quedando as r 
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prllfoner. de estructuris cr .. das por I1 burguesía parl funcionar de Icuerdo 1 los 
Interese, del capítll. En este sentido, las contradicciones de ia ' política económica de 
la UP no son el resultado de las circunstanc ias ni se explican por los percances de -la 
lucha de clases o por errores de o rden técnico; por lo contrario, el las expresan d irec­
tamente las contr.dlcciones propias a la concepci6n misma de la "vía chilenl 1I so­
chlismo", o sea, la pretensi6n de proceder a transformaciones estructurales de la ' sa­
ciedad burguesa sin salirse del marco de ésta y pretendiendo apoyarse en esas trllns­
formaciones para suprimir finalmente esa sociedad en beneficio de un orden social is ta. 

En las páginas que siguen, tratamos de' poner en evidencia las contradicciones se­
ñaladas . LII oportunidad del análisis nos parece hoy más evidente que nunca, debido 
a la insistencia de los gestores de esa polftic'a en eximirse de toda responsabilidad en 
105 resultados que ella ha engendrado y su resistencia a cambiarla radic almente. El 
anál isis se justifica sobre todo porque, ' por los sacrificios que acarrea dicha política , 
la s masas trabajadoras emp iezan a tocar el límite de su capacidad de aguante y han 
comenzado 'ya a generar, a través de sus orga nizaciones de base, los instrumentos cll pa. 
ces de respaldar medidas de otro tipo. 

L. primera fase: consumismo y produclivismo 

Al iniciar su gobierno, la UP encontr6 el pa ís sumido en una depres ión económica 
q ue, comenzando en 1967, alcanzó su punto más bajo en 1970. En estas circunstancias, 
se plante6 una polít ica de corto plazo destinada a reacti var la econom ía mediante la 
expansi6n de la demanda. Para ello se recurr i6 a una sustancia l redistribución de l 
ingreso, postulándose que el aumento del poder de compra de la poblaci6n deberla 
actuar como un estímulo posit ivo. sobre el aparato productivo y llevarlo a expandir 
la 'oferta de bienes. Se contaba en este sentido con tres elementos heredados del pe. 
dodo anterior : un ampl io margen de capacidad oc iosa en la - industria (que, según 
los cálculos oficiales, alcanzar(a un 40%), los grandes stocks de insumos indust riales 
y bienes terminados, acumulados por fuerza de la depresión, y una · disponibilidad de 
reservas en divisas cercana -al tercio del valor total de las importaciones . 

La redistribuci6n del ingreso, como factor de react ivación de la demanda, tendió 
a operar a través de la expansi6n del gasto público, el cual llegó a crecer en un 43 % 
en 1971; su principal instrumento fue la polftica de reajuste de las remuneraciones, 
que se hizo extensiva al sector privado. Simultáneamente, 'se ' recurri6 a la contenci6n 
de los precios, con el objeto de impedir que la i~flaci6n pudiera anular los efectos de 
la redistribución. El otro componente del gasto públ ico -los gastos de capital- expe­
rimentó también un notable aumento, concentrándose en actividade·s" que: permitlan 
impulsar los programas llamados movilizadores: vivienda, obr'as públicas, etc.; por 
su naturaleza, dichos programas ' tendrlan fuerte im pacto en la reducción del desempleo, 
con el consigu iente efecto distributivo. Finalmente, programas de otro carácter -co­
mo los de salud, educaci6n, desarrollo social, etc.- entraron a reforzar por vía indi-­
recta la poHtica de , redistribuci6n del ingreso. 

Mientras expandía de esta ·manera el gasto público, el gobierno encontró obstácu­
los para financiarlo, principalmente en virtud de la resistencia opuesta por la bur­
guesía atrincherada en el Parlamento. Ello acarreó un crecim ien to progresivo de las 
emi siones inorgánicas de papel moneda, lo que relativizada los avances logrados por 
los -sectores populares en "materia de redistribuci6n . En -efecto, al ser ésta impulsada 
sobre la base de una expansi6n de la oferta monetaria en condiciones de precios ' con­
tenidos, y 1'10 mediante una real transferenci3 de ingreso desde las' capas privilegiadas 
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a las masas del pueblo, se estaba incrementando indiscriminadamente el poder de com­
pra de las diversas clases, tanto populares como privileg iadas . Era Inevitable, pues, 
que la lucha por la apropiación del proqucto, saltando la barrera de la distribución 
del ingreso, se 'acentuara en la es fera del consumo y se viera agravada por el hecho 
de que la producción y los precios crecieran a un ritmo inferior al de la oferta mo­
netaria. Fenómenos tales como el acaparamiento de b ienes, el desabastecimiento y el 
mercado negro, que comenzaron a hacerse presentes en el transcurso de 1971, pero' 
que se general izaron de hecho en 1972, son en una amplia medida la expresión de la' 
contradicción surgida entre la esfera monetaria y la esfera productiva, la cual estará 
en la base de los vaivenes posteriores de la política económica. 

Una razón determinante para que la redistribución del ingreso se haya real izado 
de esta manera ha sido la re lación que la UP ha buscado establecer con la pequeña 
burguesía. Esta ha recibido, en efecto, un trato cuidadoso por parte de la UP, la cual 
intentó ganarse su apoyo dándole amplias facilidades para incrementar su consumo. 
Para esto concurrió el hecho de que la pequeña bu rguesía representa uno de los sec­
tores clave en la alianza de clases que la UP se ha esforzado por forjar . Pero pes6 
también de manera significat iva la influencia ejercida por los representart.'es de esa 
clase en el seno de la UP, así como la presencia de sus economistas y técnicos en el 
gobierno, después del 4 de novi embre de 1970. 

Comprend iendo amplios sectores que están separados de la producción , la peque­
ña burguesía se incl ina a cons iderar a la economía desde un punto de vista exterior 
a ésta. Se preocupa, pues, con los impuestos, los sueldos, los precios, o sea, con todo 
lo que afec ta su capacidad de consumo, sin entender el origen de la misma. Para el 
pequeño burgués, esa capacidad de consumo le cae del cielo, como una gracia divina 
o un derecho natura l; no comprende que ella le adviene de la parte de la plusva lla 
que el capita lista, tras explotar a los obreros, le transfiere en pago de sus servIcIos . 
Por esto, cuando d irige la economía, el pequeño burgués t iende a enfocar a los proqle­
mas siempre desde el ángulo del consumo . 

Ahora bien: el consumo global consiste en el consumo de los trabajadores, o sea 
el gasto de sa la r ios, y en el de los capital is tas y sectores medios, es decir, el que 
corresponde a la parte no acumulada de la plusvalía (el consumo público asimilándose 

, a éste, para fines de análisis). El consumo de ,las capas semiproletarias -poco signifka­
tivo-, es similar al de la pequeña burguesra no propietaria, ya que nace, de las miga jas 
de la plusvalla , que los capital istas les arrojan de s~, mesa; a ello . ~e . ,debe el 'be~ho 
de que las reivindicaciones de consumo prendan ·con más fuerza en la peque.ña bur­
gues(a y el semiproletari.ado. Restando el consumo gl,oba.! a la producción global, se 
obtiene el excedente que se puede destinar a la reposición y a la creaci6n de nuevo 
capital. Lo que permite, por tanto, hacer crecer el consumo es la' inversión productiva 
de ese excedente, o sea la acumulaci6n. S610 ésta, al crear nuevos empl.eos, asegura la 
elevación del nivel de vida de las masas ' trabajadoras, no s610 porque aumenta la 
suma de salarios pagados, sino también porque -al reducir el ejército de reserva­
les da a los trabajadores mejores condiciones para luchar para la elevación de ~ la_ tasa 
de salarios. 

La ,ideología consumista que domin6 durante largo tiempo la política econ6m ica 
de la UP trat6 de justificarse con el argumento de que era necesario ampliar la base 
pol(tica del gobierno para permitirle a éste extender su campo de actividad económica, 
o sea, su control directo sobre, la producci6n, ,así como introduci r en ésta ,las . trans­
formaciones capaces de ponerla al ,servicio , de . Ias masas. , En ..realidad, el consumismo 
fue un -obstáculo p~ra ~a consecuci6n de estos ,. objetivos, en la medida . que los sep.ar6 
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en el tiempo y en que llevó al gobierno a actuar con timidez ·en la polttica de estatiza­
ciones, precisamente cuando disponía de mejores condiciones para hacerlo, en virtud de 
las ya señaladas pasividad de la burguesía y neutralidad relativa de la pequeña burguesía . 

Sería incorrecto, sin embargo, atribuir la responsabilidad exclusiva o principal 
de la política económica practicada por la Unidad Popular a la relación que ésta esta­
bleció con la pequeña burguesía_ Mucho más decisiva fue su actitud hacia aquellos 
sectores de la burguesía que ella pretendió atraer a su campo, en virtud de la concep­
ción estratégica de la "vía chilena". Planteando como objetivo el establecimiento de 
una alianza de clases que integrara a la pequeña burguesía propietaria y no propieta­
ria, así como a la mediana burguesía, esa concepción ~efend ida principa lmente por 
el Partido Comunista y las corrientes "allendistas"- condujo a la U'p a practicar una 
pol ítica de concesiones. Es cierto que la búsqueda de esa alianza ha sido obstaculizada, 
por un lado, por la presión del movimiento popular y particularmente fa clase obrera 
(como lo demuestra el carácter dist into que ésta imprimió al Area de Propiedad Social 
que la UP había ideado) y, por otro lado, por la carencia de un interlocutor burgués 
in teresado en ll egar a un compromiso con la UP. Pero la inex istencia de condiciones 
polí ticas que permitieran sellar un acuerdo con esas fracciones burguesas no le ha 
retirado, a los ojos de sus defensores, validez estratégica al ob jet ivo planteado y ha 
llevado a repetidos intentos para concretizarlo, contra viento y marea. 

Esto concurrió decisivamente para impedir la puesta en marcha de una política 
económica destinada a arrancar de las manos de la burguesía el control efectivo del 
aparato de producción, sobre la base de la movilización creciente del movimiento de 
m!sas. Inversamen te, condujo a que la UP se esforzara por encauzar esa movilización 
hacia el objetivo de crear condiciones favorables a la contratación de la alianza deseada 
con las capas medias burguesas y pequeño-burguesas. Aún las Juntas de Abastecimiento 
y Precios -el único organismo de masas contemplado por la UP y particularmente 
por el PC en esa fase- se impulsaron, por parte de los partidarios de la "vía chilena", 
con el propósito de crear el marco adecuado para incorporar a los comerciantes de· 
ta ll istas al frente de clases de la UP, y no como un instrumento de control de masas 
sobre la ' burguesía mercantil. 

Ha sido sobre esta base que la UP desarrolló su poi itica redistributiva, que im­
plicó e l crecimiento del poder de compra de las masas populares sin la li mitación co­
rrespondienté de los ingresos de los grupos privilegiados. Es evidente que esta situa­
ción hacía indispensable que el crecimiento de la demanda que debería acompañar di­
cha redistribución fuera respaldado por tina expansión por lo menos igual de la p'ro­
ducción. En otros términos, el consumismo que prevalecía en la política de corto plazo 
tendrfa como contrapartida una línea de acción marcadamente productivista . 

El instrumento empleado para' éoncretar la orientación productivista fue la "ba­
talla de la producción". Levantada en principio para el conjunto de la economía, su 
aplicac:ión se centrarla particu larmente en las empresas del APS. AIH, la consigna de 

' 1 a batalla de la producción se tradujo en comprometer los esfuerzos de los trabajado­
res por lograr aumentos ' de producción ' y ' productividad que permitieran hacer frente 
a la expansión prevista de la demanda . La movilización de los trabajadores tras estos 
objetivos se impulsó mediante la creaciÓn de mecanismos de incentivos y esquemas 
de participación en la administración de las empresas . 

La política de incentivos ' planteada no rompió la concepción capitalista en esa 
materia, una vez que tendió a privilegiar los estCmu los que acarrean la intensificación 
eJe las relaciones de competencia entre los mismos traba1adores, antes que, las relacio­
nes de cooperación. Ello significó, aparte de la persistencia de los incentivos mate-

, '110 

riales, el predominio del estImulo individual y no el colectivo, lo que conspIra contra 
la un idad de clase de los trabajadores y afecta negativamente la coordinación misma 
del proceso productivo. 

La política de part icipación en la gestión de las empresas, a su vez, a medida 
que fue siendo implementada, puso en evidencia la contradicc ión entre las aspiraciones 
de los obreros de asumir el control real de la producción y el predominio de la gestión 
burocrático-estatal, que se afirmó como norma efectiva de administración. Ello ocu­
rrió así' por cuanto los esquemas de participación que se impulsaron se inscriben en 
la concepción de que la part icipación debe asumir un carácter asesor, consu ltivo y su­
bordinado a la estructura jerárquica de mando, que se preserva intacta. De este 
modo, tal como se la entendió, la participación obrera apunta a comprometer a los 
trabajadores con las metas de producción definidas por el consejo de admin istración 
-la única instancia resolutiva- sin facultar, sin embargo, a los mismos la partici· 
'pación en la toma de decisiones en la empresa ni mucho menos en la rama (a med ida 
que se fue ampliando el APS), en cuestiones como las financieras, de comercialización, 
de precios, etc. El relegar a los trabajadores al cumplimiento de las metas producti­
vas, sin permitirles interferir en la fij aciÓn de éstas, vino a significar la subordinación 
de lo mejor de la clase obrera al capital ismo de Estado y acarreó una I imitación de 
su independencia frente al Estado ~ismo, lo que se agravaría más adelante cuando 
sectores del gobierno y la UP pla ntearan la integración de los propios sindicatos a esa 
estructura de participación. Paralelamente a esas medidas, se impulsó en el APS una 
campaña sostenida ' de impulso al traba jo voluntario. 

La campaña productivista pretendió alcanzar también al área pr ivada, lo 
que d io motivo a la creación de comités de vigi lancia con el apoyo de la 
CUT. Sin embargo, estos órganos carecieron de toda efectividad, en la medida en que 
no se les asignó otra tarea sino la de denuncia, y tendieron a desaparecer, después de 
197 1. Ello se explica por el hecho de que dichos comités se crearon sobre todo en 
aquellas empresas privadas que posteriormente fueron pasadas al área social. 

A pesar de estas limitaciones, as í como de las dificultades que encontró por parte 
del imperialismo y los capitalistas nacionales, la campaña productivista logró impO­
nerse y aseguró la expansión del consumo. En el año de 1971, el Indice de crecimiento 
de la economla fue de un 8,3% y el de la producción industrial aumentó en un 14,2%. 
La euforia que ello provocó en los círculos gubernamentales los llevó a olvidar que 
la base de la expansión económica eran , todavla las antiguas estructuras productivas, 
las mismas que la UP habla acusado anteriormente de estrangular el desarrollo del 
'pals. Pero esas estructuras se encargadan de hacerse recordar, al ejercer su acción de 
'freno sobre la curva de crecimiento, que empezaba a elevarse. 

Mencionamos ya que, además de las existencia de bienes acumulados por efecto 
de la depresión anterior, los factores que hablan permitido a la polltica de corto plazo 
postular un crecimiento ' de la oferta erañ las d isponibilidades en divisas y la capacidad 
instalada no utilizada en la indus·tria. En relación al primer factor, la presión ejercida 
po'r el imperialismo llevada a que, por la brusca reducción de créditos y de capitales de 
corto plazo, el movimiento de capitales presentara, a fines de 1971, un déficit de 100 
millones de dólares. A ello se aunaba la dec\ inación persistente de los precios inter­
nacionales del cobre. Esto llevarla a que la situación del sector externo se desmejorara. 
La difícil situación por la que pasaba la agricultura, enfrentada a la lucha de clases 
que desatara la profundización de la reforma agraria, obligarla sin embargo al go-

. bierno a aumentar la importación de .alimentos, en un momento en que los precios 
internacionales de éstos se encontraban en alza. Todo ello acarrearía la rápida dismi· 
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nuci6n de las reservas en divisas del pals, además de restringir las importaciones de 
bienes industrial~s, ' tanto de equipos como repuestos . . 

El aumento de la producción industrial quedó, pues, totalmente entregado a las 
posibilidades que brindara la capacidad ociosa de las empresas. En la práctica, sin 
embargo, ésta se revelada menos efect iva que lo que se había supuesto. En primer 
lugar, el margen de capacidad ociosa era, en términos reales, meno~ que el que se 
previera: la interdependencia existente en el plano de la producción ll eva a que el 
limite de capacidad existente en una fábrica productora de insumos sea también el 
de la que uti liza esos insumas, independientemente de que esta últ ima ostente un límite 
teóricamente más alevado; en otras palabras, la capacidad instalada se nivela per 
abajo, no por . arriba. 

Por otra parte, la absorción de la capacidad ociosa en el proceso product ivo con­
lleva normalmente una declinación de la productividad, ya que la maqu inaria puesta 
en receso en los períodos de menor actividad económica es precisamente aquell a menos 
eficiente. Por consigu iente, el agotamiento de la capacidad ociosa se acompañ6 de un 
descenso de la productividad, lo que repercut ió en los costos de producción . de la 
industr ia. 

Enfrentados a esta situación, los capitalistas tenderían a ex tremar su resistencia 
~ los objetivos establecidos por la pol ít ica económica de l gobierno y se plantearían la 
defensa de sus ganancias mediante la presión sobre los precios del mercado (máxime 
cuando el aumento de sa larios derivado de la redistribución del ingreso incidra tam­
bién sobre los costos de producción) . Decidida a con tener esas presiones, la d irección 
económica de la UP contestó deteniendo con mano de hierro todos los precios, incluso 
los de las empresas estatales, productores en su mayor parte de materias primas .e in­
termed ias para la industria privada; con ello, el esfuerzo product ivo de .Ios trabajado­
res del área social se transferfa de hecho a l área privada , yendo a paliar all í los facto­
res que provocaba el alza de los costos. Señalemos de paso que ello beneficiaba más 
a las grandes industrias, que util izan una tecnolog ía más avanzada y absorben una 
mayor masa de materias primas, que a las pequeñas y med ianas, hecho al que volvere­
mos más adelante. 

Todo ello estaba mostrando que la. pol ítica económ ica aplicada por el gobierno 
no era capa.z de modificar p.or sr misma -ni siquiera gradualmente-- la estructura 
productiv~. La reactivación de la economía, planteada .con báse en el consumismo y el 
productivismo, no alteraba esa estructura y antes la lI~vaba a ' reproducirse tal cual era, 
aunque con un mayor dinamismo. Prueba. de e~to era e.1 rápido crecimien.to de .la pro­
ducción de bienes syntu.arios, lo que constitura . .opa' . ¿ar~_ctedstica . heredada del período 
anterior y que suponía, a su . vez, un determi'nado' ~¡"po éle " él i strib~ción del ' ingreso; . fa­
Vorable a las capas privil&:;liadas . de la sociedad. El Incnm;ento del ingre¿o de esas ca­
pas, gracias a la polltica redistributiva de la UP, le~ permi tió estimu lar el cr~cimiento 
sostenido de la producción · suntuaria -que sólo encontrarla, más adelante, su I(mite 

. en la capacidad de impórtación de materias: primas y repuestos- además . de darles 
condiciones favorables para enfrentars~ a los .sectores populares en la esfera de la 
demanda de bienes esenciales y recurrir incluso, posteriormente, al mercado negro 
como una forma de asegurar sus privi legios. 

La lentitud con que el gobierno -preocupado .siempre en con tempqrizar con .am­
pi ios sectores burgueses- procedió en la formac i6n. del área .social agravaría. esa s itua­
ci ón, cerrándole la posibilidad de ~tablecer nuevas pautas d.e producción y distribución 
para las empresas .que· trabajan direet'amente para el con5.4.mo . Basta señalar que, aún 
a fines de 1972, cuando y~ la presión de i mo~irriiento de m.~sas y .los confILc.tos. abiertos 
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por la propia burguesla habran llevado al gobierno a avanzar considerablemente en la 
estatización de empresas, el área estatal incluía porciones significativas de la industria 
básica y de bienes intermedios, pero flaqueaba todavfa en lo referente a la industr ia 
de bienes de consumo (1) . Fue de esta manera, asl como es t ribándose en el predominio 
de la comercialización privada sobre la esta tal, que la burguesía pudo emprender, des­
pués, sus actividades especulativas en el mercado de productos f inales. 

Es así entonces como, al no operarse la rápida expansión del área social, el go­
bierno dejó de contar COn excedentes que le habrían permitido -vla inversi6n- apun­
tar hacia la reorientaci6n de la estructura productiva en beneficio del consumo popu­
lar. Esta cuestión cobra gran relevancia, si consideramos que los otros sectores pro­
ductivos bajo control estatal, de los cua les se pensaba absorber excedentes, no los 
han producido en la manera esperada. Tal es el caso de la gran mineda naciona lizada, 
cuyo excedente tendió el comprimirse, a ra íz de la fuerte baja del precio del cobre y 
del aumento que experimentaron sus costos de producci6n, así como de la agricultura, 
en cuyo sec tor reformado la producción decl inó, entre otras razones por la fa lta de 
organización adecuada. 

Además de retrasar el proceso de esta t ización, el gobierno no fue capaz 
de accionar mecanismos que permitieran transferir al Estado por lo menos parte de las 
crecientes ganancias que la burgues ía deten taba. Haber lo hecho s ign if icaría af lojar las 
presiones sobre la oferta (ya que afectada el capita l especu lat ivo), lo cual contribu iría 
a neutral izar las presiones inflacionarias; a la vez, habría pues to en manos del gobierno 
cuantiosos recursos asignables a la inversión de beneficio popular. Actuando en sentido 
inverso, el ma nejo de la política económica ll evó en muchos terrenos a transferir re­
cursos desde el sector estatal al sector privado, favoreciendo así a la burguesía. Ta l 
fue el caso de la pol ítica de contención de precios que, apl icada de manera pareja, 
permit ió a los capita listas contar con materias primas y energía baratas, proporciona­
das a bajo costo por las empresas del sec tor público (acero, petróleo, carbón, electrici­
dad, text iles, etc.). El más favorecido fue el gran capital privado, puesto que, por pro­
ducir con altos niveles de productividad, gradas a una tecnología más desarro ll ada, 
sus empresas demandan más insumas (ma terias primas y energía) que mano de obra, 
en términos relativos; en consecuencia, sus costos de producción (y por ende sus ga­
nancias) se ven menos afectados por los reajustes de sa larios que por el alza de pre­
cios de los insumas, a diferencia de los capitalistas medianos y pequeños. Por esto, el 
alza salarial los afectó poco, mientras la contención de precios de los insumas los 
benefició mucho. Observemos que era a los capitalistas medianos y pequeños que la UP 
quería atraer a su alianza de clases . 

No fue este el ún ico caso en que la UP, pretend iendo ganarse a los capitalistas 

medianos y pequeños, terminarla beneficiando a l gran capital; esto pasó también con 

la polftica crediticia . La estatiz.ación de la banca persegura, entre otros obje tivos, con­

trolar la política de asignación del crédito, a fin de favorecer a los med ianos y peque­

ños productores, para lo cual se proced ió a reba jar la tasa de interés. Sin embargo, 

al mantenerse relativamente inalterada la estructura de asignación de créditos (puesto 

que s610 los volúmenes de incrementos norma les de créd itos fueron los que benefici aron 

(1) Ejemplos del primer caso: textiles, 52 % , caucho, 67 % ; minera les no metálicos, 64 % ; me. 
ta les bás icos, 53%; derivados del pe tróleo, 100%; ejemplos del segundo caso; bebidas. 26 %; 
alimentación, 21 % ; calzados y vestuarios, menos del 2 %, y muebles y accesor ios, 2 %. 
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a los pequeños y medianos productores (2), la rebaja de la tasa de interés en condi­
ciones inflacionarias vino a significar que el Estado transfiriera excedentes al sector 
privado, ya que, en la medida que la tasa de inflación superaba a la tasa de interés, 
el capita lista acababa devolviendo en térm inos rea les menos que el crédito adquirido. 

En realidad, el gobierno no sólo no logró tocar las gana ncias de los capital istas (3), 

e inclusive les transfirió fondos a través de los mecanismos seña lados, sino que tam­
poco fue capaz de controlar el uso que de los excedentes hicieran los capita list as . Al 
respecto, la única fórmula efectiva a que se podría haber recurr ido era el control 
obrero de la producción en las empresas privadas. Al rechazar esta posibi lidad, la UP 
optó por la aplicación de controles burocráticos. Pero la fi jación de cuotas de pro­
ducción por esa vía resul tó aún más inef icaz que el cont ro l de precios a través de 
DIRINCO. 

En definitiva, el carácter que asumió la política económica permit ió el aumento 
de las ganancias en manos de la burguesía, con las cuales ésta, absteniéndose de inver­
tir, financ iada su consumo suntuario y sus act ividades especu lat ivas. Por su parte, e l 
gasto público en inversiones productivas tuvo una signi ficación secundaria en la diná· 
mica del sector industrial, ya que fue absorbido en buena parte por el pago de re· 
muneraciones . Se postergó, de esta manera, el in icio de cambios en la estructura de 
producción acordes con la nueva estructura de la demanda que tendía a ges tarse por 
el mayor poder de compra de las capas populares, lo que tendería a con st itu irse en un 
factor limitativo para la elevación de los n iveles di! bienestar futuro de las masas. 

La "nueva política económica" 

Los desequilibrios entre la oferta y la demanda, resultantes de esa situación, co· 
menzaron a agudizarse a partir del último tr imes tre de 1971 y condujeron a una dis· 
cus ión en el seno de la UP. Los problemas de desabastecimiento se acompañaban de 
un repunte inflacionario; se reconoció que se originaba en el insuficiente crecimiento 
de la producción frente a la expansión de la demanda. Además se consideró que el lo 
se agravada en el transcurso de 1972, una vez que las expectativas de evolución de 
la oferta no eran halagüeñas . En ese contexto, se plantearon dos opciones de política 

económica. 
La primera pasaba por , sustraer excedentes cont rolados por la burguesía, mediante 

una profun'dización del avance en la formación del área social, la imposición de ma­
yores cargas tributarias a la burguesía y el manejo discrim inado de la política de pre· 
cios. Simu ltáneamente, -se p lanteaba el sometimiento de las actividades de los empre­
sa ríos al control de la clase obrera, para impedir que ellos intentaran compensar la 
reducción de sus ganancias burlando los precios establecidos y desarrollando activida­
des especulativas; dicho con trol debería actuar en el sentido de forzar a los capitalis­
tas a invertir los excedentes que a~n controlaran en líneas de producción de bienes de 

(2) Al no expropiarse a la tota lidad de los monopolios en forma rápida, se debie ron mantener 
abiertos los canales de crédito para financiar sus compromisos de cor to plazo, ya que, como 
es sabido, los monopolios pref ieren reservar sus propios recursos para atender a otras activi· 
dades lucrat ivas . 

(3) Es cierto que, en el primer semestre de 1971, el gobierno envió al Parlamento un proyecto 
destinado a crear un fondo de capitalización, financiado por las ganancias de la burgues ía. 
Pero la reacción hostil a esta medida y el re troceso pollt ico de la UP a ra íz de la muerte de l 
ex ministro Edmundo Pérez Zujovic llevaron a que el proyecto fuera abandonado. 
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consumo popu lar, reforzando las inversiones emprendidas por el gobierno. Otra direc· 
ción a que se apuntaba era la de hacer frente al imperialismo norteamericano, sus­
pendiendo el pago de la deuda externa y abriendo negociaciones bilatera les con otros 
países capitalistas, para asegurar el flujo de importaciones. Esta pol ítica económ ica' 
fue defendida, en lo fundamental, por el en tonces Ministro de Economía, Pedro Vus­
kovic, en los cónclaves que la UP realizó, en el primer semestre de 1972, en El Arrayán 
y Lo Curro. 

La otra a l ternativa, que encontró su mejor expresión en los planteamientos del 
dirigente del PC, Orlando Millas (4), se basaba en la interpretación de que las expec­
tativas declinantes de la producción encontraban su causa en el rápido agotamiento 
de la capacidad instalada ociosa que se veía venir, a ra íz de que la burguesía se 
había abstenido de emprender nuevas inversiones. Se impon ía, por tanto, consol idar 
lo ya avanzado en materia de expropiaciones y restablecer la confianza de la burguesía 
en e l gobierno. Para ello, la pol ítica económica deber ía darse por objeto el garantizar 
la obtención de ganancias razonables por parte de los capita li stas medianos y pequeños. 
Sumando a el lo la delimitación definit iva del APS en torno a las 91 empresas conocidas, 
se esperaba eliminar toda suspicacia de la burguesía hacia el gobierno. A partir de esa 
concepción, se rechazaba cualqu ier posibi lidad de impulsar el control obrero de la 
producción. La no intervención de la clase obrera en el control de la economía impl i· 
caba que el funcionamien to de ésta quedaría subord inado a las leyes de l mercado, 
aunque en condiciones de un capitalismo de Estado reforzado. En suma, de lo que se 
trataba era de asegurar la cont inuidad del desarrollo capital ista, estimulando la re­
producción ampliada de la economía privada -lo que permitía a Mi ll as comparar la 
política económica que él preconizaba a la que se había impulsado en la Rusia soviét ica, 
en 1921, bajo el nombre de " nueva política económica". 

De hecho, fue la "NEP" de Millas la estrategia que se impuso finalmente en Lo 
Curro. Es cierto que, posteriormente, ella terminar ía aplicándose a medias, en virtud 
de las resistencias que encontró en la activ idad de las masas, particu larmente los obre­
ros, y en sectores de la izquierda. Sin embargo, Orlando Millas sa lió de Lo Curro 
convertido en Ministro de Hacienda, mientras Vuskovic era sust ituido en el de Eco· 
nomía por Carlos Matus, del Part ido Socia~ista, un tecnócrata formado en la me jor 
tradi~ión desarrollista de la CEPAL. Entre ambos, 'pusieron en práctica un con junto 
de medidas que tendrían graves repercusiones económicas y políticas. 

La lucha que ven ía librando la burguesía por nuevos precios respondía a su tra­
dicional criterio de, aprovechando el exceso de dinero en la economía, maximizar sus 
ganancias mediante una igua l producción y mayores precios (5) . Ello vendría a ser 
atendido por el gobierno a través de las alzas de precios generalizadas, que comenzaron 
a o torgarse a partir de agosto. La política de alzas significó la más completa claudicación 
del gobierno ante las leyes espontáne~s del mercado y las pres iones de la burguesía, y 
se justificó por el postulado de que era necesario darle a és ta mayores incentivos para 
invertir. 

En la perspectiva tecnocrát ica expresada por Matus, las alzas de precios tenían 
otro t ipo de justificación, planteándose como un mecanismo de financiamiento de las 

(4) Véase su artículo "La clase obrera en condiciones del Gobierno de la Un idad Popu lar", 
El Siglo, Santiago, 5 de junio de 1972. 

(5) Es esa tendencia de la burguesra a actuar bajo formas monop6licas de comportamiento lo que 
explica la creciente liberación de capacidad insta lada ociosa con la que tend ió a funcionar la 
industria durante el gobierno de Frei. 
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empresas del APS. Puestas en estos términos, se trataba de un objetivo justo, 51 se 
consideran los precios subvaluados con que operaban esas empresas, lo que implicaba 
un subsidio neto en beneficio del área privada, particularmente en el caso de las in­
dustrias básicas y productoras de insumas industriales. Sin embargo, en la práctica, 
las alzas no cumplieron el supuesto indispensable para que dicho mecanismo pudiera 
operar: elevar más los precios de los productos del área social que del área privada, y 
por lo contrario tendieron a elevar la totalidad de los precios en forma totalmente 
anárquica, en función de la mayor o menor capacidad de presión desplegada por los 
capitalistas. En este sentido, destaca el alza superior al promedio que experimentaron 
los productos agropecuarios, lo que afectó durante el presupuesto fam iliar de las ca­
pas populares. 

El ún ico intento de ut ilizar el alza de precios para golpear a los grupos sociales 
privilegiados se verificó a través del reajuste discriminatorio de las tarifas de algunos 
servicios públicos (tales como teléfonos y el consumo doméstico de electricidad) y las 
que, después de muchas vacilaciones, se establecieron para los automóviles. En todo 
caso, estas excepciones no han llegado a tener una gran incidencia en el con junto, 
además de estar referidas al consumo suntuario y no a los excedentes disponibles pa. 
ra la Inversión. 

Independientemente de las compensaciones salariales que otorgó el gobierno, la 
polltica de precios provocaría una tendencia al retroceso de las posiciones ganadas 
por los sectores populares en materia de redistribución del ingreso. Ello aconteció así 
pri ncipalmente porque existen capas pobres a quienes no beneficia el reajuste salaria l, 
o beneficia muy poco; este es el caso del semiproletariado cesantes 
trabajadores con empleo inestable e, inclusive, amplios sectores del prolet;riado de 1; 
pequeña y mediana industria, cuya escasa capacidad de negociación les acarrea un 
régimen de superexplotación. Si, además, cons ideramos que las alzas de precios ten­
drían un efecto de persistencia inflacionaria superior a la tasa de 100% alcanzada en 
septiembre, y que fue la que determinó el nivel del reajus te, hasta llegar a una cifra 
de 163% a fines de 1972 (31,8% en d iciembre respecto a septiembre), concluiremos 
que la tendencia regresiva de la participación en el ingreso naciona l ha afectado a la 
generalidad de los sectores que reciben salarios (6). Ello ha sido agravado por pro­
hibición establecida en la ley de reajustes que impide a 105 trabajadores presentar 
pliegos, aún den.tro de plazos legale.s, una vez que hayan ' aceptado acogerse al reajuste 
general. . _. 

. Estos hechos han afectado los márgenes entre los que ha operado la redistribu­
ción del consumo. Los pro~l~mas que se plantean en esta esfera, a través de la genera­
lización del mercado negro y del desabastecimiento en general, encontraron condicio­
nes favorables para su desarrollo en las diversas causales que analizamos anteriormente. 
Sin embargo, la envergadura que adquirieron en el último período exige detenernos 
en el aná lisis del comportamiento de oferta de bienes finales en condiciones de una 
expansión de la demanda que no ha discriminado entre los diferentes grupos sociales. 

(6) El rea juste propuesto por el gobierno en 1973 confirma esta aseveración. En su forma final, 
CO':lcedió un rea jus te del 100% del costo de la vida a las remuneraciones hasta 5 vita les, 
rec.lblendo las demás (hasta 20) un monto fijo ca lculado sobre 5 vitales. Sin embargo no se 
e~t.ableció ninguna bonificación ~ue permitiera a los trabajadores recuperar el poder' adqui. 
SltlVO perdido entre éste y el ultimo reajuste. Es de resa lterse, por otro lado, que, por pri. 
mera vez, el proyecto estableció fuertes tributos sobre los ingresos del capital para garantlzlIr 
su fimanciemiento, lo que fue objeto de violenta oposición por parte del Congreso. 
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Continuando la tendencia que se inaugurara a mitad del año 1971, la producción 
industrial siguió creciendo durante 1972, aunque a un ritmo caaa vez menor, hasta 
septiembre, para presentar después (ndices negativos. Seña lamos ya que la creciente 

"Pérdida-de -dinamismo de la industria se debe a que el crecimiento anterior se realizó 
sobre la base de la utilización de la capacidad instalada ociosa y que ésta se ha prác· 
ticamente agotado, sin que la burguesía hubiera proced ido a ampliarla, mediante nue­

vas inversiones. La ineficiencia y la falta de previsión de los órganos gubernamentales 
para emprender las inversiones correspondientes en forma oportuna, en el área social, 
agravó el estrangulamiento que se hizo presente del lado de la oferta. 

Otro hctor ha concurrido decisivamente para provocar esa situación . Es conocido 
de que, siendo la econom ía ch ilena profundamente dependiente del imperia lismo, uno 
de los aspectos en que se manifiesta d icha dependenc ia es la falta de autonom ía del 

sector industrial; éste requiere, para funcionar, la importación de una gran cantidad 
de insumas, repuestos y piezas, y se encuentra por esto, en gran medida, condicionado 
por la disponibilidad de divisas. El déficit de la balanza de pagos se ha leva nt ado, 

pueJ, como un fac tor determinante para el estrangu lamien to de la oferta industrial, 
creando problemas que se podrían solucionar a veces con la importación de una sola 

máquina, y a veces de un simple repuesto clave, además de obstaculizar el aprov isio· 
namiento normal de insumas. La declinación de los ingresos de exportación, a ra íz 

de la fuerte baja del precio del cobre; las alzas de 105 precios de las importaciones, 
agravadas por la devaluación del dólar y que, en el caso de los productos agropecua· 
rios, s ignificó un aumento superior al 40%; la interrupción, a partir de septiembre de 
1970, de la entrada de capitales extranjeros de corto plazo; las dificul tades para la 
obtención de créditos de la rgo plazo en los mercados financieros capital ista s (aunque 

los paIses social istas hayan compensado parcialmente esas dificultades), y el servIcIo 
de 111 deuda externa explican una de las más importantes restricciones con que se 
enfrenta la posibilidad de expandir la ofer ta del sector industria l. 

Todo ello determinó que la tasa de crecimiento indust rial cayera de 14,2% en 
1971, a 2,4% en 1972, según cifras del Instituto Nacional de Estadísticas. Un compor­
tamiento s imilar se observa respecto a la producción agrícola, pa ra la cual se ha es· 
timado un aumento de sólo 1,2% en 1972 (correspondiente a una dism inución de 

4,4% en la agricultura y un aumento de 6,6% en la actividad pecuaria), frente a un 
incremento de 3,5% en el año anterior (7). 

La tendencia al deterioro de la oferta interna se enfrentó a la expansión ininte­
rrumpida de la demanda global. En efecto, aun considerando ~n el caso de los sec­

tores populares- los rezagos que sufre su poder de compra, debido a los desfaces 
entre las alzas de precios y los reajustes salariales, se relativiza pero no se anula su 

mayor potencial de consumo adquirido en perradas an ter iores, mientras que los grupos 
privilegiados de la burguesra y pequeña burguesía no sólo mantienen sino que han 
expandido el suyo. Ante la imposibilidad de que el producto global alcanzara para 
todos, se genera liza entonces el desabastecimiento, de donde arranca el antagonismo 

(7) Conviene tener presente que la producción agrícola no corresponde a la oferta agrícola global 
ia cual creció en el últ imo bienio en un 27,1% (frente a sólo 14,8 % verificado en el sexenio 
1965·1970); e llo se debe a que la oferta global es fuertemente dependiente de las importa· 
clones de alimentos. En 1972, éstas representaron más de un terc io de los ingresos de expor· 
tación, lo cual ha ' contribuido naturalmente al sacrificio de las importaciones necesar ias a la 
Industr ia. 
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¡reciente con el que los distintos grupos sociales han entrado a disputarse la apropia· 
ción de los bienes de consumo. 

Los avances realizados en materia de estatización del comercio de importaciones 
y de la distribución mayorista interna han entregado una base significativa, aunque 
insuficiente, de aprovisionamiento para las JAP de los barrios populares. Esto ha pero 
mitido que, en términos relativos, las capas más pobres pudieran defender sus niveles 
de consumo, más allá de la capacidad de acción alcanzada por las distintas JAP, así 
como de la ineficiencia de la burocracia gubernamental para d istr ibu ir oportunamente 
y en las zonas más necesitadas los productos indispensables. Para hacer frente a ésto, 
la burguesía y amplios sectores de la pequeña burguesía (particularmente su fracc ión 
propietaria) replicarlan a través del acaparamiento de mercaderías para la posterior 
reventa en el mercado negro. Por lo. altos precios que en él imperan, este cierra el 
acceso de la capas más pobres al consumo, restableciendo los privi legios de los grupos 
altos en esta esfera, además de constituirse en una fuente important~ de ganancias 
especulativas, obtenidas a través del sobreprecio. 

El mercado negro comienza a adquirir re levancia a partir de la mitad de 1972, 
pero es a partir del paro pa tronal de octubre qu~ se general iza. Ba jo la presión del 
movimiento de masas, el gobierno debió entonces reforzar su control en el área de la 
distribución de productos de primera necesidad, estando actualmente en manos de 
Distribu idora Nacional (DINAC) un 33% del comercio interno de abarrotes. La pre­
s ión de masas, como respuesta a la ofensiva de los grupos privilegiados, acarreó tam­
bién el desarrollo de formas de comercial ización estata l directa, vale decir, sin inter­
vención del comercio privado, ta les como los economatos, las ferias libres en barrios 
populares, los a lmacenes populares y la distribución a través de las JAP (8). 

La coexistencia de d istintas formas de comercialización (distribución directa, co­
mercio establecido privado y mercado negro) y la lucha que ellas libran entre sí, re­
flejan la profundidad que ha alcanzado la lucha de clases en el país . Desde otro ángulo, 
ese fenómeno expresa la desarticulación de la economía, o más precisamen te, la cris is 
de descomposición del sistema capitalista chileno, a partir de la agudización experi­
mentada por la contradicción entre la estructura product iva preexistente y la nueva 
éstructura de demanda que empezó a acarrear la redistr ibución del ingreso. En últ ima 
instancia, es la manifestación de la resistencia que opone el viejo orden capitalista a 
los embates del movimiento de masas, a lo que corresponde, en el plano político, la 
crisis del sistema burgués de dominación, en el marco de la cual el viejo Estado se 
juega por frustrar o supeditar a sí los órganos del poder popular que se están gestando. 

La estrategia puesta en práctica por la burguesía para resti tuir los términos de 
reproducción de la economía capitalista en Chile pasa necesariamente por el pleno res· 
ta blecimiento de su dominación política sobre la sociedad, de tal modo que le permita 
ej ercer su dictadura represiva quitándole todo ropaje democrático al Estado. En este 
sentido, el régimen militar brasileño es el modelo al que aspiran importantes corrientes 
al interior de las clases dominantes . Sin embargo, el trayecto que tiene que recorrer la 

(a) Con la solución dvico-m ilitar que tuvo la crisis de octubre, muchas de estas medidas impul­
sadas au tónoma mente por el pueblo fueren anuladas por imposición burocrá tica, con el objeto 
de favorecer a los pP.queños y medianos comerciantes . Estos, en principio, se ven igualmente 
afect~~os por la distribución directa y por el mercado negro. Al no predominar la primera , 
permitiendo que, como expresión de la afirmación creciente del control popular sobre la eco· 
nom ía, los comerciantes se integren a ella, vale dec ir al no contar éstos con una alternativa 
revolucionaria clara, terminan des lizándose a engrosar las filas de los acaparadores y especu­
ledores, con lo que no sólo aseguran sino que acrecientan sus ganancia s. 

burguesía para restablecer su dominación depara una serie de obstáculos . Tales son 
su propia debil idad estructural como clase y su división interna, que le costó la pér­
dida del gobierno en 1970 y que no fue todavía superada; el hecho de que no logra 
aún arrastrar tras de sí al grueso de las otras fuerzas sociales y, como obstáculo prin­
cipal, la actividad desplegada por un poderoso movimiento 'de masas de corte revolu­
cionario. La burguesía se ve, pues; forzada a buscar adecuaciones tácticas que la con­
duzcan al logro de sus objetivos. Una de ellas es, precisamente, la anarquización del 
régimen de producción y distr ibución. 

Ahora b ien, al abstenerse de invertir y al fomentar el mercado negro, la burguesía 
provoca un funcionamiento cada vez más degenerado del s istema capitali sta, que aca­
rrea un proceso acelerado de descomposición del mismo. La táctica burguesa se pre­
senta, desde este punto de vista, en contradicción con su estrategia: acelerando la des­
composición del sistema, crea condiciones para que éste sea superado. Sin emb3rg:>, en 
la medida en que se retrasen los intentos de la clase obrera y de los sectores más 
avanzados del movimiento de masas para proceder a esa superación, la anarquía eco· 
nómica amenaza con debilitar al movim iento popular y abrir camino al derrocam iento 
del gobierno, lo que implicaría el restablecim iento de la plena dominación p:)lítica del 
capital. 

Conclusión 

En estos térm inos se encuentra puesta hoy la cuestión. El margen de compromiso 
en el cual ha operado la política reformista del gobierno y la UP se encuentra prácti­
camente agotado. Ello no se debe tan sólo a la disposición demostrada por los grupos 
privilegiados de la burguesía y la pequeña burguesía a defender sus privilegios hasta 
las últimas consecuencias : el agotamiento del margen de compromiso se deriva, en 
última instancia, de que ya no es posible solucionar los problemas inmed iatos de la 
economía, que d icen respecto a la política de corto plazo, sin impulsar simultáneamente 
transformaciones revolucionarias en la estructura misma. de producción y consumo de 
la economía chilena, así como sin cambiar radicalmente el carácter de sus relaciones 
con el exterior. 

A primera vista, los problemas más inmediatos que depara la política económica 
son los que se expresan en la lucha que libran las distintas formas de circulación de 
productos que se han impuesto, las dificultades de abastecimientos de bienes esenciales 
y la inflación. La estrecha interdependencia de los tres fenómenos es ev idente, y está 
mostrando que es en la esfera del consumo que la lucha de clases adquiere un carácter 
más agudo. Ello no se da por accidente: esa agudización se debe a que los grupos pri­
vilegiados no encuentran trabas significativas para actuar en esa esfera en defensa de 
sus privilegias. En este sentido, no se puede menos que señalar la responsabil idad que 
ha tenido en ello el ministerio Millas·Matus, desde el momento en que, al revés de 
apelar al movimiento de masas, prefirió entregar a los mecanismos del mercado la 
tarea de corregir los desequ il ibr ios que se estaban produciendo en materia de costos y 
circulación de productos. La acción de clase patronal en octubre se produj:) en parte 
mediante el aprovechamiento del desconcierto provocado en las masas por la política 
de alzas de precios puesta en práct ica en agosto y septiembre, y los ~fectos de esa 
acción acentuaron lo que dicha política contenía ya en sí: la tendencia a que la correc­
ción de los desequilibrios se hiciera en favor de los grupos privilegiados y en detrimen­
to de la clase obrera y las masas populares con menor poder de compra . 
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Fue así como, desatados los aumentos de precios, florecieron en su estela, con un 
v igor inusitado, el acaparamiento de productos y la especulación, que encontraron su 
máxima expresión en el desarrollo del mercado negro. Los intentos del gobierno para 
restituir a través de bonificaciones y reajustes salariales el poder de compra perdido 
por los trabajadores exasperaron -en la medida que no se acompañaron de medidas 
efectivas de control sobre los grupos privilegiados- la competencia a nivel del con­
sumo y engrosaron rápidamente el caudal inflacionario_ La falta de cobertura real para 
los aumentos de salarios (cobertura que sólo podría obtenerse mediante el traspaso 
de ingreso desde las capas altas a los trabajadores, lo que fue resistido desesperada­
mente por el Parlamento) infló la demanda monetaria, hizo saltar los controles de 
precios y sumergió la economía en la hiperinflación. 

La inflación se define formalmente como un exceso de demanda en relación a la 
oferta. El análisis de una coyuntura inflacionaria pasa siempre, por tanto, por el exa· 
men de las razones que determinan la expansión de la demanda así como de las que 
I imitan el crecimiento de la oferta. Es a partir de allí como se pueden encarar solu­
ciones para el problema, soluciones que se establecen siempre desde un punto de vista 
de clase, una vez que se refieren a la apropiación del producto por los distintos grupos 
sociales. 

Cuando el fenómeno inflacionista se da en una economía tan dependiente del 
sector externo como la chilena -cuya oferta de alimentos, mater ias primas, maquina­
rias y repuestos se origina allí en una amplia medida- es hac ia éste que debemos 
dirigir nuestra atención. Vimos ya que el gobierno de la UP se enfrentó a un sector 
externo en deterioro. En estas condiciones, la primera cosa a hacer era renegociar la 
deuda externa, para lograr ampliar los plazos de pagos por concepto de intereses y 
amortizaciones. Era poco probable que el imperialismo norteamericano acogiera favo­
rablemente esa pretensión, por razones polrticas más que económicas (la renegociación 
de la deuda es un instrumen'to habitualmente utilizado por el imperialismo para 

imponer a cada nuevo gobierno condiciones específicas de vasallaje). Se imponía, pues, 
negociar desde una posición de fuerza y la única que puede tener un país deudor es 
amenazar con suspender el pago de la deuda; los inconvenientes que ello podda aca­
rrear, particularmente el bloqueo de créditos públicos y el boicot por parte del capital 
extranjero privado, no llegaban a serlo, una vez quz no había razones para esperar otro 
comportamiento del imperi.alismo, cualquiera que fuera la actitud del gobierno chileno. 
Sin embargo, éste renunció por anticipado a su derecho de decretar una moratoria 
unilateral (lo que han hecho, en otras circunstancias, países capitalistas tan respeta­
bles como la misma Gran Bretaña) y se sentó desarmado a la mesa de las negociaciones. 
Son conocidos los resultados negativo. que se obtuvieron. 

Lo que el gobierno dejó de hacer, por claudicación, en un momento en que dis­

ponía de apreciables reservas en divisas y condiciones políticas suficientes, tendrá qui­
zás que hacerlo ahora, cuando la situación es mucho más desfavorable, ya que el 
imperialismo sigue apretando la soga puesta en su cuello. La verdad es que deberá 

hacerlo, si desea solucionar los graves problemas económicos que enfrenta. La decreta­
ción de la moratoria uni lateral le permitirá establecer negociaciones bilaterales para la 
cbtención de créditos y mercancías con otros países capitalistas de Europa y Japón, así 

como con pa íses capitalistas latinoamericanos, particularmente Argentina, México e incluso 
Bras iI (quien, pese a su hostilidad al gobierno chileno, no querrá quedar fuera de la com­
petencia); para proceder a esas negociaciones, Chile cuenta con un argumento de peso: 
un jugoso comercio de importaciones, del orden de los mil millones c:le dólares, Por 
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otra parte, la moratoria no podrá influir seriamente en sus relaciones con los países 
del bloque socialista, particularmente la URSS. 

La gravedad de una medida como la suspensión de los pagos de la deuda externa 
implica un estricto control sobre las disponibilidades y la utilización de las divisas. 
Esto no podrá lograrse si el gobierno no se decide a establecer el monopolio estatal 
del comercio exterior. Además de que no hay otro recurso para racionalizar el gasto 
de divisas, sólo esto permitirá controlar las manipulaciones que se ejercen hoy sobre 
la paridad del escudo amenazando la economía popular (es evidente que, por irrea l 
que sea esa paridad, no podrá en las actual::!s circunstancias ser ajustada a su ver­
dadero valor sin agravar la corrida inflacionaria) . 

Las medidas a tomarse respecto al sector externo tienen por objeto modificar las 
condiciones en que se lleva a cabo la oferta de bienes y deben pues ser complementadas 
en el plano interno. Destacan allí aquellas que el gobierno puede tomar de inmediato, 
una vez que tiene en sus manos los resortes necesarios para ello. Es, por ejemplo, el 
caso de la política de crédito, que debería readecuar el funcionamiento de la banca 
naciona lizada a metas definidas de producc ión y contribuir a doblegar más rápida­
mente los grupos empresariales cuya acción conspira contra los intereses de los tra­
bajadores. 

Sin embargo - y esto se refiere incluso a la banca, dada la situación actual del 
Banco de Chile- la acción gubernamental depende aún para ser eficaz de que se 
avance de manera más decidida en el control de la economía por parte del Estado. La 
estatización de la gran industria, las grandes d istribu idoras privadas y las tierras que la 
burguesía agraria mantiene en su poder (gro55o modo, las que están por encima de 40 
hectáreas de riego básico) es condición sine qua non para que la política económica 
del gobierno pueda adquirir la eficacia que el momento presente está reclamando. 

Es, en efecto, evidente que dicha eficacia está d irectamente condicionada por las 
posibilidades que tenga el gobierno de marchar hacia la planif icación de la economía , 
11 partir del control ejercido sobre sus resortes fundamentales . Es en ese marco que 
será posible establecer relaciones estables, desde una posición de fuerza, con los em­
presarios privados y subordinarlos a una línea de acción trazada en función de obje­
tivos revolucionarios. La precipitación que demuestran sectores de la UP en negociar 
con la burguesía, antes de crear la correlación de fuerzas adecuada para ello, no ha 
tenido como resultado sino debilitar la capacidad de acción del gobierno y confundir 
al pueblo; tal fue, por ejemplo, el caso de la política Millas-Matus, en ¡ulio-septiembre 
de 1972, así como la que se expresó en el proyecto Millas-Prats, en enero de 1973, el 
cual suscitó una vigorosa movilización obrera en contra suya. La insistencia de esos 
sectores, en el período anterior a marzo, en utilizar a las elecciones parlamentarias 
para buscar de nuevo un acuerdo con la burguesía (9) no hizo sino desarmar al go­
bierno en el periodo pre-electoral, llevándolo a desaprovechar la situación favorable 
en que lo puso el voto popular para impulsar una política mas consecuente. 

Es empero necesario tener presente que, si la situación económica no podrá ser 
sobrellevada sin planificación, ésta no tendrá la menor posibilidad de éxito si no asume 
desde el principio un carácter resueltamente proletario. Sin la incorporación activa 
de la clase obrera y el pueblo a la fijación de objetivos, al control de las medidas 
aplicadas y él las readecuacicnes que se vayan imponiendo, cualqu iera planificación 

(9) Vé~se, al respecto, e l artfculo de l dirigente c:>munista Jose Cademártor i: "Perspecti vas y tareas 
revolucionarias en el frente económico", Revista d. la Universid.d Tócnica del Estado, San­
tiago, N? 11-12, noviefTIbre 1972~nero 1973, pp. 101 · 116. 
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redundará en un rotundo fracaso. Para ello concurre, d~sde lu~go, la inexperiencia en 
la materia del cuerpo de fun cionarios con que cuen ta e l gobierno, así como su ten­
dencia -normal en todo estamento burocrático- de hacer pasar sus intereses per­
sona les adelante de los intereses de las masas. Pero la razón principa l para que ello 
sea así se deriva de las condiciones mismas en que tendrá que aplicarse el plan . 

Estas condiciones se caracterizan por un agudo ;::nfrentam iento social, en el que, 
por razones poi íticas pero también económicas (que se expresan claramente en las 
fantásticas ganancias que acumula actua lmente el capital especulat ivo ), la burguesía 
empresarial se res iste a cualquier tipo de colaboración con la polí tica gubernamental. 
Es inútil pretender atraerla a esa colaboración mediante conces iones: ella tendrá que 
serie impuesta por la fuerza de las masas organizadas . Sólo el control de la clase 
obrera en las fábricas pondrá término al sabotaje y al boicot que real izan los patro­
nes, así como a la filtración permanente de mercancías y cap ita les hacia el mercado 
negro. Sólo el control popular de la distribución y los precios permitirá aplicar el 
racionamiento de productos esenciales - inevi table en las actua les circunstancias- y 
contener los precios de bienes de consumo popular q ue s igan siendo comercia lizados 
por ca na les privados. Sólo el control obrero en los fundos no expropiados ev itará que, 
al lado del área reformada, se mantenga un bco de perturbac ión de la producción y 
comercialización de alimentos. 

Es, por lo demás, sobre esta base como se podrá pedir a los traba jadores, y par­
ticularmente a los obreros, sacrificios en materia de rei vind icaciones sa la ria les . La 
renuncia transitoria a aumentar su participación en la r iqueza que crean no puede 
ser aceptada por e llos s i saben que la parte de la riqueza a que renuncian va a parar 
en manos de los patrones_ En la práctica, es lo q ue está sucediendo actua lmente. 

Conviene aquí aclara r que, más all á de representar la cont rapart ida de su par­
tici pación efectiva en la formulación y aplicación de la política económica, los sacrifi ­
cios so licitados a los trabajado res son susceptibles de motivar, en ciertas circunstancias, 
abusos en con tra de éstos. Es imprescind ible por tanto asegu rarles cond iciones para 
d efenderse de esos abusos. Ello significa garan tiza rles el pleno derecho a la sindica­
lización, removiéndose las trabas lega les todavía existentes al respecto; promover la 
un if icación de los sindicatos por ramas industr iales y, por encima ele todo, rechazar 
las tentaciones de subordinar los sindicatos a la burocracia estata l. Aun después que 
la reacción haya sido ·derrotada y el proceso chileno se encamine ya por la vía del 
socia li smo, habrá todavía un largo período en el que los s indicatos deberán conservar 
su independencia ante el Estado, constituyéndose fundamentalmente en órganos de 
defensa de los i nt~rese s inmediatos de los obreros. En este sen tido, es inaceptable la 
pretensión de sectores de la UP y el gobierno de subord inarlos a los esquemas de par­
ticipación vigentes en las empresas del área socia l. 

Habría, finalmente, que señalar que una política económica como la que se esboza 
aquí, no t iene como objetivo beneficiar a todas las clases de la sociedad chi lena , si no 
tan sólo a las clases que componen su sector mayoritario y explotado. Respecto a las 
clases y grupos privilegiados, se impone precisamente retirarles S:.JS pr ivilegios, que 
impiden de hecho la mejora de las cond iciones de vida de las amplias masas. Es to 
aparece claramente cuando consideramos el otro aspecto del problema infl ac ionario, 
a que h icimos alusión: la demanda. Es precisamente porque no se han confiscado los 
ing resos de los sectores socia les privilegiados que fenómenos como el acaparamiento y 
el mzrcado negro han podido medrar. La absorción de esos ingresos excedentes, vía 
mecan ismos tributa rios y polít ica de precios, const ituye una exigencia para el sanea­
miento del mercado y de la econom ía en genera l. 
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En economra, como en pol ítica, el proletariado no puede comba t ir a la burguesra 
con las armas que ésta for jó para explotarlo . Así como el respeto a la lega lidad bur­
guesa que le inculcó la "vra chi lena" ha atado las manos de las masas traba ¡adoras, 
así ta mbién el respeto a la economía capital ista está frust rando sus aspiraciones de 
marchar hacia una sociedad más justa. La conqu ista del poder político se vuelve una 
meta inalcanzable si no coincide con la destrucción del Estado burgués; el socialismo 
no puede iniciarse si se lo qu iere hacer pasar a través de una pol ít ica económica que 
no es capaz de romper los mecan ismos de funcionam iento de la econom ía capita li sta. 

La crisi s económica por la que pasa Chi le es, en rea lidad, un aspecto de la 
crisis de una estrategia polít ica, basada en el gradua li smo y en el compromiso. Su 
desenlace depende de la capacidad de las fuerzas revoluciona rias para revertir la co­
rrelación de fuerzas que favo rece al reform ismo y abrir cauces a una política que, 
en todos los planos, exprese realmente los objet ivos de clase del proletariado. 
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